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Popayán, veinticinco (25) de marzo de 2021. 

 

 

Doctora 

MARIA CLAUDIA VARONA ORTIZ 

Juez Sexto Administrativo Oral de Popayán 

E.     S.     D. 

 

 

REF:    CONTESTACION DEMANDA 

PROC:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DTE:     EUDORO MOSQUERA MEDINA 

DDO:    ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

RAD:     19001333300620190025600 

 

 

 

MIRIAMS KAROLA ABUETA ECHEVERRY, identificada con la C.C. 25.281.257 de 

Popayán, abogada en ejercicio y portadora de la Tarjeta Profesional N° 

180.915 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de 

apoderada de la parte demandada de conformidad con la sustitución de 

poder otorgada por parte del Dr. LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO, 

cordialmente solicito al Despacho reconocerme personería para actuar 

según Poder que adjunto, estando dentro del término, de manera 

respetuosa me permito dar contestación a la demanda propuesta dentro 

del proceso de la referencia instaurado contra mi representada, para que 

mediante sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi 

representada de todas y cada una de las pretensiones, y se condene en 

costas a la parte demandante. 

 

 

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES  

 

La parte demandante: 

 

Integrada por: 

 

El señor EUDORO MOSQUERA MEDINA quien se identifica con la cédula de 

ciudadanía No. 4.732.708.  

 

 

La parte demandada: 

 

Integrada por: 

 

.- La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, con 

domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., representada legalmente por Juan 

Miguel Villa Lora, o por quien haga sus veces al momento de la notificación 

de este medio de control. 
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NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN 

LEGAL Y DOMICILIO 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una 

empresa industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada 

como entidad financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de 

Trabajo con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 

independiente, cuyo objeto consiste en la administración estatal del 

régimen de prima media con prestación definida incluyendo la 

administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el Acto 

Legislativo 01 de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, 

de acuerdo con lo que establezca  la  ley que los desarrolle.  

El domicilio principal es en la ciudad de Bogotá en la carrera 10 No. 72-33 

Torre B piso 11 teléfono 2170100. 

 

 

A LOS HECHOS 

AL 3.1: Es cierto, se desprende de la documental anexa al libelo. 

AL 3.2: No me consta, será del cargo de la parte demandante demostrar lo 

manifestado en este hecho, al tenor de lo dispuesto en el artículo 167 del 

C.G.P. 

AL 3.3: Es cierto, se desprende del contenido de la Resolución SUB 59084 de 

09 de marzo de 2019, aportada al proceso. 

 

AL 3.4: Es cierto, el ISS por medio de Resolución No. 029 del 19 de enero de 

2005, le concedió al demandante la pensión de vejez en aplicación de la 

Ley 33 de 1985. 

AL 3.5: No es cierto como se presenta, teniendo en cuenta que en el régimen 

general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985, debe incluirse como 

elemento salarial a efectos de liquidar la pensión, solo los factores sobre los 

que se haya realizado el aporte o cotización; es decir que no basta el hecho 

de haberse percibido, debe también demostrase que sobre los factores 

alegados la entidad empleadora haya efectuado los respectivos aportes.  

AL 3.6: Es cierto, así se verifica en el contenido de la Resolución GNR 137041 

de 10 de mayo de 2016, a través del cual Colpensiones reliquidó la pensión 

del demandante. 

AL 3.7: Es cierto en el sentido de que mi representada a través de la 

Resolución VPB 29066 de 13 de julio de 2016 reliquidó la  pensión reconocida 

al demandante, los demás argumentos expresados en este hecho deberán 

ser objeto de prueba. 

AL 3.8: Es cierto, se desprende de la documental anexa al libelo. 

AL 3.9: Es cierto, se desprende de la documental anexa al libelo. 
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AL 3.10: Es cierto, Colpensiones mediante Resolución SUB 59084 de 09 de 

marzo de 2019, negó el reconocimiento de la reliquidación solicitada por la 

parte demandante. 

AL 3.11: Es cierto, por medio de Resolución DPE 6369 del 22 de julio de 2019 

Colpensiones confirma la Resolución SUB 59084 de 09 de marzo de 2019 

mediante la cual había negado la reliquidación de la pensión del 

demandante. 

AL 3.12: No me consta, será del cargo de la parte demandante demostrar 

lo manifestado en este hecho, al tenor de lo dispuesto en el artículo 167 del 

C.G.P., no obstante se reitera que en el régimen general de pensiones 

previsto en la Ley 33 de 1985, debe incluirse como elemento salarial a 

efectos de liquidar la pensión, solo los factores sobre los que se haya 

realizado el aporte o cotización; es decir que no basta el hecho de haberse 

percibido, debe también demostrase que sobre los factores alegados la 

entidad empleadora haya efectuado los respectivos aportes.  

 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

 

A la 2.1. ME OPONGO.  La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES al expedir las resoluciones demandadas, actúo conforme a 

derecho, por cuanto no adolecen de vicios en su pronunciamiento que 

posibiliten encuadrarlas en alguna de las causales de nulidad determinadas 

en la Ley. 

A la 2.2. ME OPONGO.  Como quiera en el régimen general de pensiones 

previsto en la Ley 33 de 1985, debe incluirse como elemento salarial a 

efectos de liquidar la pensión, solo los factores sobre los que se haya 

realizado el aporte o cotización; es decir que no basta el hecho de haberse 

percibido, debe también demostrase que sobre los factores alegados la 

entidad empleadora haya efectuado los respectivos aportes. 

A la 2.3. ME OPONGO a cualquier declaración que comprometa los 

intereses de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES. 

 

A la 2.4. ME OPONGO a cualquier declaración que comprometa los 

intereses de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES. 

 

A la 2.5. ME OPONGO. Pese a que  la parte demandante sostiene que los 

factores salariales devengados por el actor constituyen salario y deben ser 

tenidos en cuenta como factores para el reconocimiento de la pensión, en 

razón a que los mismos se percibieron de manera habitual y periódica, esta 

defensa resalta la posición de la la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo del Honorable Consejo de Estado en sentencia del 28 de 

agosto de 2018, consistente en que que en el régimen general de pensiones, 

previsto en la Ley 33 de 1985, solo pueden incluirse como elemento salarial 

en la liquidación de la mesada pensional, los factores sobre los que se haya 
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realizado el aporte o cotización, situación que no se encuentra demostrada 

en el presente proceso, por lo que las pretensiones de la demanda no están 

llamadas a prosperar. 

 

A la 2.6. ME OPONGO, por ser consecuencia de las primeras. 

A la 2.7. ME OPONGO, por ser consecuencia de las primeras. 

 

 

A LAS NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACION 

 

Me opongo a la interpretación de los fundamentos de derecho invocados 

en la demanda por cuanto la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES, con su actuar no ha vulnerado la debida 

aplicación de la normatividad que rige el derecho de la demandante. 

 

EXCEPCIONES DE FONDO 

1.- INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION, CARENCIA DEL DERECHO Y COBRO DE 

LO NO DEBIDO. 

De lo manifestado en la demanda al demandante, por encontrarse 

cobijado por el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 

100 de 1993, le fue reconocida su pensión con la normatividad aplicable a 

su caso Ley 33 de 1985. 

 

La Ley 100 de 1993, mediante la cual se crea el Sistema de seguridad social 
integral, se aplica a todos los empleados, exceptuando aquellos del artículo 
279, y los que están amparados por el régimen de transición del artículo 36 
que establece: 

ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión 

de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y 

sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014*, fecha en la cual la edad 

se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 

62 para los hombres. 

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el 

número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las 

personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y 

cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años 

de edad si son hombres, o quince (15) o mas años de servicios cotizados, 

será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. 

Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para 

acceder a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas 

en la presente Ley. 
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 El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas 

en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el 

derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere 

falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, 

actualizado anualmente con base en la variación del Indice de Precios al 

consumidor, según certificación que expida el DANE. 

Con anterioridad a la expedición de la Ley 100 de 1993, el régimen general 

de pensiones estaba contemplado en la Ley 33 de 1985 la cual en su 

artículo 1 dispone: 

ARTÍCULO  1º.- El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) 

tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una 

pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por 

ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes 

durante el último año de servicio. 

La ley 62 de 1985 por la cual se modifica el artículo 3 de la Ley 33 de 1985, 

para la liquidación de la pensión estipula:  

ARTÍCULO 1°. Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a 
cualquier Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las 
normas de dicha Caja, ya sea que su remuneración se impute 
presupuestalmente como funcionamiento o como inversión. Para los efectos 
previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes 
proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida 
por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden 
nacional: asignación básica, gastos de representación; primas de 
antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; dominicales y 
feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso 
obligatorio. En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de 
cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan 
servido de base para calcular los aportes. 

 

Respecto de los factores que se deben tener en cuenta para calcular las 

cotizaciones al sistema general de pensiones, el Decreto 1158 de 1994, 

dispone: 

 

ARTÍCULO  1º. El artículo 6º del Decreto 691 de 1994, quedará así: 

  

"Base de cotización". 

  

El salario mensual base para calcular las cotizaciones al Sistema General 

de Pensiones de los servidores públicos incorporados al mismo, estará 

constituido por los siguientes factores: 

  

a) La asignación básica mensual; 

  

b) Los gastos de representación; 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5325#6
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c) La prima técnica, cuando sea factor de salario; 

  

d) Las primas de antigüedad, ascensional de capacitación cuando sean 

factor de salario; 

  

 e) La remuneración por trabajo dominical o festivo; 

  

 f) La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o 

realizado en jornada nocturna; 

  

g) La bonificación por servicios prestados; 

 

Luego, al demandante por ser beneficiario del régimen de transición debe 

aplicársele la ley 33de 1985 en cuanto a la edad, tiempo de servicios y 

monto de la pensión, no obstante, el aspecto relacionado con el IBL debe 

determinarse conforme lo regulado por la Ley 100 de 1993 y tomando los 

factores salariales sobre los cuales se hayan efectuado aportes al sistema, 

tal y como efectivamente se hizo por la entidad en los actos acusados.  

 

Ahora bien, afirma la  parte demandante que la entidad empleadora ESE 

Hospital Nivel I El Bordo, no realizó las cotizaciones de aportes a seguridad 

social en pensiones tomando todos los factores salariales devengados por 

el demandante en los años de servicio, afirmación que de llegarse a probar 

en el curso del proceso, NO conllevaría responsabilidad alguna en cabeza 

de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, teniendo en 

cuenta que en lo que respecta a los factores salariales, no pueden incluirse 

todas las sumas que el trabajador devengó de manera periódica, sino 

únicamente aquellos factores sobre los cuales se haya realizado cotización 

al sistema; factores que fueron tenidos en cuenta por la entidad al momento 

de liquidar la prestación de la parte actora. 

 

En ese sentido, no es procedente la reliquidación de la pensión que 

pretende la parte actora. 

 

Al respecto, debe exaltarse que en reciente jurisprudencia la Sala Plena del 

H. Consejo de Estado - en sentencia del 28 de agosto de 2018, respecto de 

la aplicación del IBL para beneficiarios del régimen de transición UNIFICÓ SU 

POSTURA JURISPRUDENCIAL, en el sentido de que el mismo no se determina 

conforme las normas anteriores, sino conforme las disposiciones de la Ley 100 

de 1993, es decir que  para la liquidación de las pensiones de vejez de 

servidores públicos beneficiarios del régimen de transición, se deberá acudir 

a lo previsto integralmente en el artículo 36 de dicha normatividad y en tal 

sentido, el ingreso base de liquidación de las pensiones en transición debe 

calcularse con base en: 
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 Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la 

pensión con el promedio de lo devengado en el tiempo que les 

hiciere falta para ello, o, con el promedio de lo cotizado durante 

todo el tiempo,  

 

  Si faltare más de diez (10) años, con el promedio de los salarios o 

rentas sobre los cuales ha cotizado durante los diez (10) últimos años 

anteriores al reconocimiento de la pensión.  

 

En cuanto a los factores salariales estableció que deberán incluirse 

únicamente aquellos sobre los cuales se hayan efectuado aportes o 

cotizaciones al Sistema de Pensiones; segunda subregla que se encuentra 

sustentada en el artículo 1 de la Constitución Política que consagra el 

principio de solidaridad como uno de los principios fundamentales del 

Estado Social de Derecho. 

 

De esta manera, el Consejo de Estado con su decisión armonizó el 

contenido de los incisos 2 y 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, bajo el 

entendido que el ingreso base de liquidación del régimen de transición se 

encuentra regulado íntegramente en dicha normativa, así como que los 

factores salariales que se deben incluir en el IBL para la pensión de vejez de 

los servidores públicos beneficiarios de la transición, son únicamente 

aquellos sobre los cuales se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al 

sistema de pensiones, en garantía se itera del principio de solidaridad en 

materia de seguridad social y sin que se ponga en riesgo la garantía del 

derecho irrenunciable a la pensión. 

 

En ese orden, COLPENSIONES al expedir los actos cuestionados actúo 

conforme lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, por lo que los mismos no 

se encuentran afectados de nulidad.  

 

   

2.- PRESCRIPCION 

Sin que implique reconocimiento de derecho alguno, solicito 

comedidamente se tenga en cuenta que los derechos emanados de las 

acciones laborales prescriben en tres (3) años, que se deben contar desde 

que la respectiva obligación se haya hecho exigible, de conformidad con 

lo establecido en los Artículos 488 del C.S.T., en concordancia con el 151 del 

C.P.L, por lo que solicito se declare respecto de los derechos pensionales 

que puedan verse afectados por este fenómeno jurídico. 
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3.- LA INNOMINADA 

 

Haciendo consistir ésta en todo hecho exceptivo, que demostrado en el 

proceso resulte a favor de la parte que represento. 

 

 

HECHOS, FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

Al demandante  por encontrarse cobijado por el régimen de transición 

consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, le son aplicables las 

disposiciones contenidas la Ley 33 de 1985, tal y como lo aplicó 

Colpensiones al momento de efectuar el reconocimiento pensional. 

Ahora bien, en lo que respecta a la liquidación de la prestación del actor, 

COLPENSIONES tuvo en cuenta el promedio de lo devengado o cotizado 

durante los últimos 10 años de servicio debidamente actualizados con base 

en el Índice de Precios al Consumidor, esto es, de conformidad con lo 

prescrito por la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios y no con lo 

señalado en normas anteriores, como quiera que el régimen de transición 

de la Ley 100 de 1993, no hace excepción alguna respecto de los factores 

base de liquidación de la pensión ni de la forma de liquidarla, por lo que, 

ambos aspectos se determinan conforme dicha ley.   

En ese sentido, no es procedente la reliquidación de la pensión que 

pretende la parte actora, porque para la misma se deben tener en cuenta 

los factores salariales establecidos en el Decreto 1158 de 1994, reiterando, 

que la excepcionalidad del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 tiene que ver 

única y exclusivamente con el tiempo de servicios y edad de jubilación, pero 

no los factores salariales.  

En relación con la aplicación del Ingreso Base de Liquidación a quienes se 

encuentran amparados bajo el régimen de transición de la Ley 100 de 1993, 

la Corte Suprema de Justicia y la Sección Segunda del H. Consejo de Estado 

tenían posiciones contrarias, en efecto, para la Corte Suprema de Justicia el 

régimen de transición mantuvo tres aspectos de las normas anteriores 

(edad, tiempo de servicios y monto de la pensión); sin embargo, en cuanto 

a la base salarial de liquidación de la pensión, advirtió que ésta se rige por 

el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993  y no por las disposiciones 

precedentes. 

 

Por su parte, para el H. Consejo de Estado, en virtud del principio de 

inescindibilidad de la norma, los factores salariales que componen la base 

de liquidación pensional son todos aquellos que fueron devengados por el 

trabajador, previa deducción de los descuentos por aportes que dejaron de 

efectuarse. 

 

Entre estos pronunciamientos se destaca la sentencia de unificación de 4 de 

agosto de 2010, emitida por la Sección Segunda del Consejo de Estado, que 

en un caso análogo al que nos ocupa determinó que el régimen de 

transición no hace excepción respecto de los factores base de liquidación 

de la pensión ni de la forma de liquidación de la misma, tal como lo dispone 
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el artículo 36 de la Ley 100 de 19931. Precisamente, a dicho precedente 

acude el apoderado de la parte actora para sustentar su pretensión de 

reliquidación de la pensión con inclusión de todos los factores salariales.  

 

No obstante, la H. Corte Constitucional mediante sentencias SU-230 de 2015 

y C-258 de 2013, resolvió el debate existente alrededor de aplicación del IBL, 

advirtiendo que la forma de establecer el IBL de los beneficiarios del régimen 

de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, no puede ser el estipulado 

en la legislación anterior, en el entendido que el régimen de transición solo 

comprende los conceptos de edad, monto y semanas de cotización y 

excluye el promedio de liquidación. 

 

Atendiendo a lo decidido por la H. Corte Constitucional en las sentencias 

reseñadas, el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - 

Sección Quinta C.P. ALBERTO YEPES BARREIRO en Sentencia del veinticinco 

(25) de febrero de dos mil dieciséis (2016), Radicación No. 11001-03-15-000-

2016-00103-00(AC), al decidir la acción de tutela interpuesta por Pensiones 

de Antioquia contra el Tribunal Administrativo de Antioquia Sala Tercera de 

Oralidad en Descongestión, con ocasión de la sentencia del 25 de 

noviembre de 2015, mediante la cual se confirmaba el fallo de primera 

instancia proferido por el Juzgado Décimo Administrativo Oral del Circuito 

de Medellín que ordenó a Pensiones de Antioquia efectuar una 

reliquidación de la pensión de jubilación incluyendo la totalidad de los 

factores salariales devengados en el último año de servicio, frente a dicho 

tema y frente a los efectos erga omnes y de cosa juzgada constitucional de 

las sentencias de constitucionalidad proferidas por la Corte Constitucional 

señaló: 

 

“(…) De lo transcrito, se concluye que las posiciones de la Corte 

Constitucional y del Consejo de Estado son contrarias en cuanto a los 

factores que debe cubrir el régimen de transición que establece el artículo 

36 de la Ley 100 de 1993, pues para la primera, este no incluye el ingreso 

base de liquidación - IBL, y para el segundo, aquél sí es un ítem que está 

cobijado por este régimen.  

 

Lo expuesto significa que la única Corporación que hace una interpretación 

diferente sobre el IBL es el Consejo de Estado, por tanto surge el interrogante 

sobre cuál de los anteriores criterios debe ser aplicado en la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo. 

La forma de resolver el interrogante que se dejó planteado en líneas 

anteriores, encuentra respuesta en la fuerza y el carácter vinculante de la 

                                                             
1 La Sección Segunda del Consejo de Estado en sentencia de unificación de 4 de agosto de 2010, señaló: Se 
observa, entonces, que la Ley 100 de 1993 creó un régimen de transición, que ha sido entendido como un 
beneficio consagrado en favor de las personas que cumplan determinados requisitos, para que al entrar en 
vigencia la nueva ley, en lo que atañe a la edad, tiempo de servicio o número de semanas cotizadas y monto 
de la pensión, se sigan rigiendo por lo establecido en el régimen anterior al cual se encontraban afiliados. (…) 
En aras de garantizar los principios de igualdad material, primacía de la realidad sobre las formalidades y 
favorabilidad en materia laboral, la Sala, previos debates surtidos con apoyo en antecedentes históricos, 
normativos y jurisprudenciales, a través de la presente sentencia de unificación arriba a la conclusión que la 
Ley 33 de 1985 no indica en forma taxativa los factores salariales que conforman la base de liquidación 
pensional, sino que los mismos están simplemente enunciados y no impiden la inclusión de otros conceptos 
devengados por el trabajador durante el último año de prestación de servicios.  
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Constitución y las decisiones del Tribunal Constitucional, por las siguientes 

razones: 

 

Las providencias que profiere la Corte Constitucional, en los términos de la 

sentencia C-085 de 199521, son un criterio vinculante de la labor judicial. 

 

En dicho fallo se definió con suma claridad que el juez constitucional como 

intérprete autorizado de la Constitución al desentrañar el sentido o 

contenido de una norma constitucional o al aplicarla directamente a un 

caso concreto genera lo que se denomina doctrina constitucional la que, 

por su naturaleza, tiene un carácter vinculante en razón del carácter 

normativo de la Constitución, pues en aquella se interpreta la norma 

fundamental, interpretación que debe ser acatada por los jueces, porque 

de no hacerlo, se desconocería la norma fundamental misma. 

 

Lo anterior significa que cuando la Corte Constitucional, en ejercicio de sus 

competencias, fija el alcance de una norma a partir de los presupuestos 

constitucionales o la aplica de un determinado modo a un caso concreto, 

no está generando jurisprudencia, está fijando doctrina constitucional que, 

por envolver la interpretación de la Constitución, tiene un carácter 

vinculante y obligatorio para todos los jueces de la República, sin distingo 

alguno. 

 

Interpretación auténtica que los jueces, sin distingo de jerarquía, no pueden 

desconocer, bajo el argumento de la primacía de los principios de 

autonomía e independencia que caracterizan la función judicial, pues 

estarían no solo desconociendo la Constitución, en especial, los postulados 

de igualdad, seguridad jurídica y confianza legítima en las instituciones sino 

usurpando la competencia que la Carta le otorgó expresamente al Tribunal 

Constitucional. 

 

En ese sentido, cuando la Corte Constitucional fija el alcance de una norma 

constitucional, en el caso del control abstracto de constitucional o 

determina el alcance de un derecho constitucional fundamental, en 

ejercicio de su función de revisión de las acciones de tutela, sus decisiones 

pasan a formar parte de las fuentes del derecho y, por ende, vinculan a 

todos los jueces. 

 

En otros términos, el precedente de las llamadas Altas Cortes es obligatorio 

y vinculante, tanto para estos como para los jueces de inferior jerarquía y los 

demás órganos del Estado, quienes conociéndolo están obligados a su 

aplicación. 

 

La razón, su función de tribunal de cierre y unificación, pues estos están 

llamados a brindar coherencia al sistema jurídico, al fijar el contenido de la 

ley o de la situación sometida a su conocimiento, hecho que implica su 

obligatoria observancia por parte de todos los operadores jurídicos sin 

excepción, pues nada se ganaría si, después de la labor de interpretación y 

unificación, los jueces o la administración pudieran seguir aplicando su 

criterio bajo la égida de una autonomía judicial mal entendida, generando 

no solo incoherencias en el sistema sino tratos diversos a situaciones con 

supuestos de hecho iguales o similares, con las implicaciones que ello tendría 
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en principios de rango constitucional como la igualdad, seguridad jurídica y 

la confianza legítima. 

 

En consecuencia, la Sección debe indicar que cambia así su postura sobre 

la materia y entiende que frente a criterios o posturas divergentes entre la 

Corte Constitucional y otra Alta Corporación, han de prevalecer los del 

Tribunal Constitucional, contenidos únicamente en sentencias de 

constitucionalidad y de unificación en tutela, siempre que la ratio decidendi 

se aplique al caso concreto y, por tanto, su desconocimiento configura el 

defecto de violación del precedente. 

 

2.5.3. Aplicación del precedente al caso concreto 

 

Así las cosas, la regla que fijó la Corte Constitucional en la sentencia C-258 

de 2013 y que hizo extensiva en la SU- 230 de 2015 consiste en que el ingreso 

base de liquidación no era un aspecto sujeto a transición y, por tanto, existe 

sujeción sobre esta materia a lo dispuesto en el artículo 36 de la ley 100 de 

1993. En consecuencia, a quienes son beneficiarios del régimen de transición 

establecido en la mencionada ley se les calculará el IBL con base en lo 

dispuesto por la Ley 100 de 1993, esto es, con el promedio de los factores 

salariales devengados durante los últimos 10 años de servicio. 

 

Por su parte, el señor Sierra Chaverra, se encuentra inmerso en el régimen de 

transición pensional, aspecto que no fue objeto de debate, y que como 

consecuencia exige que el cálculo de su pensión se realice con el promedio 

de los factores salariales24 devengados durante los últimos 10 años de 

servicio de conformidad con lo dispuesto en la Ley 100 de 1993. 

 

El Tribunal Administrativo de Antioquia concluyó que en el ingreso base de 

liquidación deben incluirse todos los conceptos de remuneración que 

puedan calificarse como factores salariales de ley, devengados por el actor 

en el último año de servicio anterior a la adquisición del status de 

pensionado. 

 

En ese orden, al calcular el IBL con base en el promedio del último año de 

servicio, se desconoció el precedente aplicable al caso, de conformidad 

con la regla establecida en la providencia de constitucionalidad referida, y 

en consecuencia se configuró el defecto sustantivo alegado. 

 

En este estado, se hace necesario precisar que las sentencias proferidas en 

primera y segunda instancia dentro del proceso de nulidad y 

restablecimiento del derecho adelantado por el señor Sierra Chaverra, se 

dictaron con posterioridad a la sentencia SU-230 de 2015, esto es, el 25 de 

mayo y el 25 de noviembre de 2015 respectivamente. 

 

Por lo tanto, como la Sala lo ha planteado, concurren en el sub examine los 

presupuestos exigidos para conceder el amparo constitucional, toda vez 

que la providencia enjuiciada desconoce el precedente de la Corte 

Constitucional, por lo que se accederá a las pretensiones de la tutela, de 

acuerdo con los argumentos y fundamentos expuestos en esta sentencia.” 

(negrilla y subrayado fuera del texto). 
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Cabe resaltar que este criterio fue ratificado por el Máximo Órgano de la 

Justicia Contenciosa Administrativa en Sentencia del 5 de mayo de dos mil 

dieciséis (2016) C.P CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO y en Sentencia 

reciente del 28 de agosto de 2018, providencia en la que la SALA PLENA de 

dicha Corporación indicó: 

 

(…) 

 

”92. De acuerdo con lo expuesto, la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo sienta la siguiente regla jurisprudencial:  

 

“El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de la Ley 

100 de 1993 hace parte del régimen de transición para aquellas personas 

beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo 

y tasa de reemplazo del régimen general de pensiones previsto en la Ley 33 

de 1985”.  

 

93. Para este grupo de beneficiarios del régimen de transición y para efectos 

de liquidar el IBL como quedó planteado anteriormente, el Consejo de 

Estado fija las siguientes subreglas:   

 

94. La primera subregla es que para los servidores públicos que se pensionen 

conforme a las condiciones de la Ley 33 de 1985, el periodo para liquidar la 

pensión es:  

 

- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el 

ingreso base de liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el 

tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el 

tiempo, el que fuere superior, actualizado anualmente con base en la 

variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que 

expida el DANE.  

- Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el 

promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado 

durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, 

actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al 

consumidor, según certificación que expida el DANE.  

 

(…) 

 

96. La segunda subregla es que los factores salariales que se deben incluir 

en el IBL para la pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de 

la transición son únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los 

aportes o cotizaciones al Sistema de Pensiones.  

 

97. Esta subregla se sustenta en el artículo 1° de la Constitución Política que 

consagra el principio de solidaridad como uno de los principios 

fundamentales del Estado Social de Derecho.  

 

98. El artículo 48 constitucional define la Seguridad Social como “un servicio 

público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, 

coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley”. El 
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legislador (artículo 2 de la Ley 100 de 1993) explica este principio como “[…] 

la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las generaciones, los 

sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del 

más fuerte hacia el más débil”. 

 

99. La interpretación de la norma que más se ajusta al artículo 48 

constitucional es aquella según la cual en el régimen general de 

pensiones, previsto en la Ley 33 de 1985, solo los factores sobre los que se 

haya realizado el aporte o cotización pueden incluirse como elemento 

salarial en la liquidación de la mesada pensional.  

 

100. De conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2005 por el cual se 

adiciona el artículo 48, para adquirir el derecho a la pensión será necesario 

cumplir con la edad, el tiempo de servicio y las semanas de cotización. Para 

la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre 

los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones. 

 

Por todo lo expuesto, se solicita de manera respetuosa al Despacho 

despache en forma desfavorable las pretensiones de la presente 

demandante, pues se reitera no existe fundamento legal ni jurisprudencial 

que avale acceder a las mismas. 

 

 

A LAS PRUEBAS 

 

Solicito respetuosamente que a las pruebas que obran en el expediente se 

les dé el valor probatorio que en derecho corresponda.  

Así mismo y en cumplimiento de lo dispuesto en el parágrafo 1° del artículo 

175 del CPACA me permito aportar el expediente administrativo del 

demandante en medio magnético.  

 

A LA COMPETENCIA Y CUANTÍA 

Se acepta por razones procesales. 

 

NOTIFICACIONES 

Mi representada, en la Calle 22 Norte No. 6AN-24 Oficina 606 Edificio Santa 

Mónica Central en la ciudad de Cali Valle. 

La suscrita: en la carrera 10 No. 4-14 Edificio El Ariete Oficina 105 

Popayán. Cel. 3122494868 correo electrónico 

agnotificaciones2015@gmail.com  

De la Señora Juez,  

 

MIRIAMS KAROLA ABUETA ECHEVERRY 

C.C. Nº 25.281.257 de Popayán.  

T.P. 180.915 del C. S. J.  

mailto:agnotificaciones2015@gmail.com
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SUSTITUCIÓN DE PODER 

Señores 
 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 
 
E.S.D. 
 

DEMANDANTE EUDORO MOSQUERA MEDINA 

CÉDULA DTE 4.732.708 

DEMANDADO 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES  

RADICADO 19001333300620190025600 

PROCESO NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

ASUNTO Sustitución de poder 

 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
16.736.240, portador de la Tarjeta Profesional No. 56.392 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en mi calidad de Representante Legal de la sociedad ARELLANO JARAMILLO 
& ABOGADOS SAS, identificada con Nit. No. 900.253.759-1, Apoderado General de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, según consta 
en Escritura Pública No. 3372 del 02 de septiembre de 2019 otorgada por la Notaría Novena 
(9°) del Círculo Notarial de Bogotá, me permito sustituir el poder a mi conferido al(a) 
Doctor(a) MIRIAMS KAROLA ABUETA ECHEVERRY, mayor de edad, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 25.281.257 de Popayán, portador de la Tarjeta Profesional 
número 180.915 del Consejo Superior de la Judicatura, con las facultades propias del 
mandato de conformidad con el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil en armonía 
con los artículos 74 y 77 del Código General del Proceso, especialmente para conciliar, 
transigir y desistir previo concepto del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de 
COLPENSIONES, y en general presentar cualquier memorial, revisar el expediente, 
solicitar pruebas, pedir copias, solicitar nulidades, presentar recursos, actuar en primera y 
segunda instancia, entre otros, para el cabal desempeño de este mandato. 
 
Atentamente, 
 
  
 
 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO  
C.C. No. 16.736.240           
T.P. 56.392 C.S. de la J.   
                        
 
Acepto,                                                            
 
 
 
 
___________________________________ 
C.C. 25.281.257 
T.P 180.915 del C.S. de la J.                 
 

http://www.aja.net.co/















































